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 Las elecciones locales y el futuro del sistema judicial 

 Por Juan Francisco Sandoval 

 Guatemala  se  encuentra  una  vez  más  en  un  momento  decisivo  para  sus  instituciones 
 democráticas.  En  los  últimos  meses,  se  han  celebrado  o  están  en  curso  varios  procesos 
 electorales  de  segundo  nivel,  a  través  de  los  cuales  diversas  instituciones  estatales  nombran  a 
 los  funcionarios  que  ocuparán  puestos  clave  dentro  de  los  sistemas  judicial  y  electoral. 
 Aunque  estas  elecciones  no  se  celebran  por  voto  popular,  sus  efectos  son  profundos  y  de 
 gran  alcance:  determinan  la  composición  de  los  órganos  que  tienen  la  facultad  de  interpretar 
 la Constitución,  garantizar elecciones libres y supervisar los procesos penales en el país. 

 En  teoría,  el  diseño  constitucional  de  estas  elecciones  buscaba  crear  un  equilibrio  entre  los 
 diferentes  poderes  del  Estado,  evitando  que  una  sola  institución  concentrara  demasiada 
 influencia  sobre  el  nombramiento  de  funcionarios.  Sin  embargo,  la  experiencia  de  las 
 úl4mas  décadas  muestra  que  estos  procesos  también  se  han  convertido  en  escenarios 
 donde  se  desarrollan  disputas  políticas,  presiones  de  diversos  grupos  de  poder  e  incluso 
 intentos de  captura institucional. 

 Actualmente  están  en  curso  o,  en  muchos  casos,  ya  han  concluido  varios  procesos 
 particularmente  relevantes:  el  nombramiento  del  Tribunal  Constitucional,  la  elección  de 
 nuevos  magistrados  para  el  Tribunal  Supremo  Electoral,  el  proceso  en  curso  para  nombrar  al 
 próximo  Fiscal  General  y,  en  el  ámbito  académico,  la  elección  del  rector  de  la  Universidad 
 de  San  Carlos  de  Guatemala.  Cada  uno  de  estos  procesos  tiene  implicaciones  directas  para 
 el funcionamiento  del Estado de derecho y para la confianza pública en las instituciones. 

 a)  La composición de la Corte de Constitucionalidad 

 Uno  de  los  procesos  más  visibles  en  este  ciclo  electoral  ha  sido  el  reciente  nombramiento  de 
 la  Corte  de  Constitucionalidad,  el  tribunal  responsable  de  interpretar  la  Constitución  y 
 garantizar  la  protección  de  los  derechos  fundamentales.  No  se  puede  subestimar  la 
 importancia  de  este  órgano  dentro  del  sistema  institucional  de  Guatemala.  Sus  fallos 
 pueden  determinar  la  validez  de  las  leyes,  resolver  conflictos  entre  órganos  del  Estado  y,  en 
 muchos casos, establecer límites  al ejercicio del poder público. 

 El  Colegio  de  Abogados  de  Guatemala  eligió  a  Astrid  Lemus  y  Luis  Fernando 
 Bermejo  como  magistrados.  Este  proceso  estuvo  marcado  por  un  episodio  particularmente 
 preocupante:  el  intento  de  la  Fiscalía  General  de  la  República  de  detener  la  elección. 
 Independientemente  de  la  valoración  que  se  haga  de  los  candidatos  elegidos,  el  hecho  de 
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 que  una  institución  responsable  de  la  persecución  penal  interviniera  en  el  proceso  de  una 
 asociación  profesional  revela  el  clima  de  tensión  institucional  que  actualmente  se  vive  en  el 
 país. 

 Por  su  parte,  el  Consejo  Universitario  de  la  Universidad  de  San  Carlos  nombró  a 
 Julia  Rivera  y  Julio  Aguirre.  Esta  elección  también  suscitó  importantes  interrogantes, 
 especialmente  porque  una  parte  significativa  de  los  mandatos  de  los  miembros  del  Consejo 
 había  expirado  en  el  momento  de  la  votación.  Diversos  análisis  indicaron  que  al  menos 
 veintisiete  miembros  del  órgano  colegiado  se  encontraban  en  esa  situación,  lo  que 
 inevitablemente genera dudas sobre  la legitimidad del proceso. 

 El  nombramiento  realizado  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  que  recayó  en  Dina 
 Ochoa  y  Claudia  Paniagua,  también  estuvo  rodeado  de  controversia.  Ambas  ya  eran 
 miembros  de  la  Corte  Constitucional,  lo  que  fue  interpretado  por  algunos  sectores  como  un 
 intento  de  asegurar  la  continuidad  de  ciertas  dinámicas  de  poder  dentro  de  la  corte.  Durante 
 el  debate  público,  también  circularon  rumores  sobre  posibles  presiones  o  recomendaciones 
 de  actores  internacionales,  en  particular  de  Estados  Unidos,  supuestamente  destinadas  a 
 preservar  un  equilibrio  institucional  que  impidiera  posibles  acciones  legales  contra  la  actual 
 fiscal  general,  Consuelo  Porras.  Aunque  estos  rumores  nunca  se  han  confirmado 
 oficialmente,  reflejan  el  nivel  de  desconfianza  que  rodea  los  procesos  de  nombramiento  de 
 funcionarios públicos en el país. 

 El  Congreso  de  la  República,  en  una  sesión  legislativa  prolongada  y  compleja,  eligió 
 a  Roberto  Molina  Barreto  y  Luis  Rosales.  La  votación  fue  el  resultado  de  intensas 
 negociaciones  políticas  entre  diferentes  grupos  parlamentarios  y  también  estuvo 
 acompañada  de  especulaciones  sobre  posibles  presiones  externas,  particularmente  en 
 relación  con  la  elección  de  Molina  Barreto.  El  presidente  Bernardo  Arévalo  nombró  a 
 Gladys  Annabella  Morfín,  ex  fiscal  general,  y  a  su  suplente  María  Magdalena  Jocholá, 
 abogada maya kaqchikel y académica especializada en  temas indígenas. 

 Más  allá  de  las  controversias  que  rodean  los  procesos  de  nombramiento,  es 
 inevitable  analizar  el  papel  que  ha  desempeñado  la  propia  Corte  Constitucional  en  los 
 últimos  años.  Diversos  fallos  emitidos  tanto  por  magistrados  titulares  como  suplentes  han 
 sido criticados por organizaciones  sociales, comunidades indígenas y círculos académicos. 

 Entre  las  críticas  más  frecuentes  se  encuentran  las  decisiones  que  han  respaldado  o 
 no  han  logrado  impedir  los  procesos  de  criminalización  contra  funcionarios  de  justicia, 
 periodistas,  defensores  de  derechos  humanos  y  líderes  sociales.  Asimismo,  algunos  fallos 
 han  sido  interpretados  como  retrocesos  en  cuanto  a  los  derechos  de  los  pueblos  indígenas  en 
 sus  reclamaciones  de  tierras  históricas,  un  tema  particularmente  sensible  en  un  país 
 marcado  por  profundas  desigualdades  en  la  tenencia  de  la  tierra.  También  se  han  observado 
 retrocesos  en  el  ámbito  de  la  justicia  transicional,  particularmente  en  casos  relacionados  con 
 el conflicto armado  interno. 
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 Otro  aspecto  que  suscitó  preocupación  fue  la  respuesta  institucional  de  la  Corte  a  los 
 acontecimientos  que  tuvieron  lugar  durante  el  proceso  electoral  de  2023.  Varias  acciones  de 
 la  Fiscalía  General  y  del  juez  Fredy  Orellana  fueron  ampliamente  cuestionadas  por  su 
 impacto  en  el  proceso  democrá4co.  Sin  embargo,  la  Corte  Constitucional  no  adoptó 
 decisiones  que  frenaran  o  revirtieron  efectivamente  esas  acciones,  lo  que  alimentó  la 
 percepción  de  una  falta  de  capacidad  o  voluntad  para  ejercer  plenamente  su  papel  como 
 garante del orden  constitucional. 

 b)  La elección del Tribunal Supremo Electoral 

 El  país  también  ha  enfrentado  otro  proceso  crucial:  la  elección  de  nuevos  magistrados  para  el 
 Tribunal  Supremo  Electoral.  Este  proceso  también  generó  importantes  preocupaciones.  La 
 Misión  Especial  de  la  OEA  señaló  que  el  comité  de  nominaciones  no  había  entrevistado  a 
 todos  los  candidatos  al  cargo  de  magistrado  del  TSE.  Además,  según  informes  públicos,  10 
 de  las  20  personas  preseleccionadas  por  el  comité  de  nominaciones  cuyos  nombres  fueron 
 remitidos  al  Congreso  fueron  rechazadas,  en  algunos  casos  en  medio  de  acusaciones  de 
 corrupción.  El  10  de  marzo,  el  Congreso  de  Guatemala  eligió  a  los  cinco  magistrados  que 
 formarán parte del TSE con  un mandato de seis años. 

 La  composición  del  Tribunal  Supremo  Electoral  es  un  asunto  particularmente 
 delicado.  Esta  institución  es  responsable  de  organizar  los  procesos  electorales  y  garantizar 
 que  se  respete  la  voluntad  del  pueblo  expresada  en  las  urnas.  Cuando  se  debilita  la 
 confianza  en  la  autoridad  electoral,  también  se  erosiona  uno  de  los  pilares  fundamentales 
 de la democracia. 

 c)  La elección del próximo fiscal general 

 El  proceso  para  elegir  al  próximo  fiscal  general  y  jefe  de  la  Fiscalía  General  está  en  marcha. 
 Inicialmente,  59  candidatos  presentaron  sus  solicitudes  a  la  Comisión  de  Nominaciones.  De 
 ese  total,  10  fueron  eliminados  en  las  primeras  etapas  del  proceso,  por  lo  que  la  Comisión 
 continúa  evaluando las solicitudes restantes. 

 Este  proceso  también  ha  suscitado  un  intenso  debate  público.  Se  ha  destacado  la 
 participación  de  personas  cercanas  a  la  actual  fiscal  general,  Consuelo  Porras,  lo  que  ha 
 suscitado  inquietudes  sobre  la  posibilidad  de  perpetuar  un  modelo  institucional  que  ha  sido 
 objeto  de  fuertes  crí  4  cas  tanto  dentro  como  fuera  del  país.  Algunos  análisis  independientes 
 han  identificado  al  menos  trece  perfiles  clasificados  como  «alerta  roja»,  es  decir,  candidatos 
 que  suscitan  serias  dudas  en  cuanto  a  su  independencia  o  integridad  profesional.  A  esto  se 
 suma  la  controversia  generada  por  la  modificación  de  la  escala  de  calificación  utilizada  para 
 evaluar a los candidatos. 

 En  un  contexto  en  el  que  la  Fiscalía  General  ha  sido  objeto  de  escrutinio  nacional  e 
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 internacional,  la  elección  del  próximo  fiscal  general  se  convierte  en  un  momento  decisivo 
 para  el futuro del sistema judicial guatemalteco. 

 d)  La elección del rector de la Universidad de San Carlos 

 Por  último,  también  se  está  llevando  a  cabo  un  proceso  importante  en  la  Universidad  de  San 
 Carlos  de  Guatemala  con  la  elección  del  rector.  Este  proceso  se  lleva  a  cabo  a  través  de 
 treinta y  cuatro órganos electorales, cada uno compuesto por cinco electores. 

 Según  los  resultados  conocidos  hasta  ahora,  veinte  de  estos  órganos  electorales 
 han  sido  ganados  por  sectores  de  la  oposición,  ocho  están  alineados  con  la  actual 
 administración  de  Walter  Mazariegos  y  seis  siguen  en  disputa  o  podrían  enfrentar 
 procedimientos legales. 

 La  elección  del  rector  de  la  única  universidad  pública  del  país  tiene  una  importancia 
 que  trasciende  la  esfera  académica.  Históricamente,  la  Universidad  de  San  Carlos  ha  sido  un 
 espacio  vital  para  el  pensamiento  crítico,  el  debate  público  y  la  formación  de  generaciones 
 de  profesionales comprometidos con el desarrollo del país. 

 e)  Una encrucijada para la democracia 

 En  conjunto,  todos  estos  procesos  reflejan  un  momento  de  gran  tensión  institucional.  Las 
 decisiones  que  se  tomen  en  los  próximos  meses  influirán  directamente  en  la  independencia 
 del  sistema  judicial,  la  credibilidad  de  las  autoridades  electorales  y  la  estabilidad 
 democrática del  país. 

 Guatemala  se  encuentra,  una  vez  más,  en  una  encrucijada.  La  historia  reciente 
 demuestra  que  cuando  las  instituciones  pierden  su  independencia  o  se  subordinan  a 
 intereses  particulares,  las  consecuencias  se  reflejan  rápidamente  en  una  disminución  de  la 
 confianza pública. 

 Hoy  más  que  nunca,  el  país  necesita  procesos  transparentes  y  decisiones 
 institucionales  que  sirvan  al  interés  público.  Restablecer  la  confianza  en  el  sistema  judicial 
 y  la  democracia  guatemaltecos  requiere,  inevitablemente,  fortalecer  la  independencia  de  las 
 instituciones que  deben protegerlos. 
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